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SENTENCIA 

 

 En A Coruña, a 16 de Noviembre del 2017. 

 Las presentes actuaciones –a la sazón constitutivas de 

aquellos Autos núm. 004410/16  de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del T.S.J. de Galicia-, fueron promovidas por 

aquella Razón empresarial denominada “XERMOLO DINAMIZACION 

SOCIOCULTURAL, S.L.” –respectivamente representada y defendida 

por el Sr. Procurador y Sr. Letrado de aquellas sendas 

Ilustres Corporaciones profesionales aquí sitas DON RICARDO 

SANZO FERREIRO y DON PALBLO NO COUTO-, contra aquel Ente 

institucional-local denominado ”PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-ZOO” 

adscrito al EXCMO. AYUNTAMIENTO DE VIGO (PONTEVEDRA) –a su vez 

representado y defendido por el Sr. Procurador de aquel 

Ilustre Colegio de Procuradores aquí sito DON JUAN LAGE 

FERNANDEZ-CERVERA y por la Sra. Letrado del Servicio Jurídico 

municipal del Excmo. Ayuntamiento de Vigo (Pontevedra), DOÑA 

MARGARITA PARAJO CALVO-, a los presentes efectos apelatorios  

“ad quem” interesados, habiendo en cualquier caso quedado ya 

los autos vistos para Sentencia según se colige de su examen, 

de forma que examinado su contenido por la Sección Segunda de 

dicha misma Sala de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. 

de Galicia ahora integrada por los Iltmos. Sres. Magistrados 

al efecto referenciados 

 

DON JULIO-CESAR CIBEIRA YEBRA-PIMENTEL (Pte.) 

DON JOSE MANUEL RAMIREZ SINEIRO (Ponente),  

DOÑA BLANCA MARIA FERNANDEZ CONDE 

DOÑA MARIA AZUCENA RECIO GONZALEZ,  con arreglo a los 

siguientes 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 



1.- La Representación legal de aquella mencionada Razón 

empresarial promovente denominada “XERMOLO DINAMIZACION 

SOCIOCULTURAL, S.L.” interpuso en tiempo y forma recurso de 

apelación contra aquella precedente Sentencia núm. 169/16, de 

23 de Mayo, dictada por el Iltmo. Sr. Magistrado-Juez titular 

del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 2 de Vigo 

(Pontevedra), por la que se le desestimó su impugnación 

contenciosa contra: a) La Resolución de fecha 10 de Marzo del 

2015, adoptada por el Consejo de Administración del Organismo 

autónomo municipal del Excmo. Ayuntamiento de Vigo 

(Pontevedra), denominado “PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-ZOO” y por 

la que no sólo se acordó la anulación de aquella previa 

Resolución de fecha 25 de Noviembre del 2014, adoptada por la 

Sra. Presidente de dicho mencionado Ente autónomo-municipal y 

por la que se había otrora adjudicado aquel Contrato del 

Servicio de desarrollo de actividades educativas, recogido en 

el programa educativo del Departamento de educación ambiental 

de dicho Organismo autónomo municipal a aquella tercera 

Entidad empresarial denominada “BABADIVA, S.L.”, debido a la 

estimación de previo recurso de reposición en su día suscitado 

por aquella otra Razón empresarial ahora promovente, sino que 

además –por lo que ahora asimismo atañe-, se anuló también el 

expediente de contratación núm. 5250/12 otrora incoado; b) 

Aquella otra Resolución de igual fecha 10 de Marzo del 2015, 

igualmente adoptada por dicho mismo Consejo de Administración 

de aquel Ente autónomo municipal y por la que se acordó 

aprobar los correspondientes Pliegos de cláusulas 

administrativas particulares y de prescripciones técnicas para 

la contratación de servicios de desarrollo de actividades 

recogidas en el programa educativo del Departamento de 

educación ambiental de igual Ente autónomo municipal en el 

marco de aquel ulterior y nuevo Expediente de contratación 

núm. 6348/12, aprobándose el consiguiente compromiso 

presupuestario y abriéndose el procedimiento licitatorio para 

ulterior selección del contratista. 

 

2.- Dicha Representación legal de aquella Razón 

empresarial promovente otrora “a quo” desestimada dedujo pues 

aquella impugnatoria apelación que ahora corre unida a las 

presentes actuaciones, otorgándosele ulterior trámite 

alegatorio-contradictorio a la correspondiente Representación 

legal de aquella Administración municipal demandada y que 

desde luego y de contrario se opuso a la misma, sin perjuicio 

–por lo que ahora también especialmente atañe-, de que 

inclusive “ex oficio” se suscitase eventual tesis acerca la 

eventual nulidad de aquel postrer Expediente administrativo 

núm. 6348/12 y de todas sus Resoluciones -amén de aquella 

precedente Resolución de fecha 10 de Abril del 2015, 

anulatoria de aquel otro previo Expediente administrativo-

contractual núm. 5250/12-, debido a no haberse tomado en 

consideración el eventual efecto de “cosa juzgada” 

administrativa inherente a aquella otra previa Resolución de 

fecha 14 de Enero del 2015, adoptada por la Sra. Presidenta de 
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aquel mismo Organo autónomo municipal y por la que, como 

consecuencia de la estimación de aquel previo recurso de 

reposición “ex-parte” suscitado por aquella Razón empresarial 

ahora promovente y apelante denominada “XERMOLO DINAMIZACION 

SOCIOCULTURAL, S.L.”, no sólo se acordó la revocación de la 

previa  adjudicación de igual contrato a aquella tercera 

Entidad empresarial denominada “BABADIVA, S.L.”, sino 

retrotraer también procedimentalmente aquel Expediente 

administrativo contractual núm. 5250/12, con la consiguiente y 

eventual afectación que todo ello en su caso supondría 

respecto a aquel desestimatorio criterio jurisdiccional 

administrativo de instancia “a quo” recaído. 

 

3.- Se les otorgó pues ulterior trámite alegatorio-

contradictorio a aquellas otras sendas Contrapartes pública y 

privada otrora “ad quem” personadas como apelante y demandada, 

significándose por dicha Representación legal de aquella Razón 

empresarial promovente a la postre apelante su parecer 

proclive a aquel extremo a la postre y “ex-oficio” suscitado y 

mostrándose sin embargo su oposición al respecto por aquella 

otra Representación legal de dicha Administración municipal.  

 

4.- Se considera pues probado no sólo que otrora recayó 

aquella mencionada  Resolución de fecha 14 de Enero del 2015, 

adoptada por aquella mencionada Autoridad  institucional-

municipal y por la que –por lo que ahora especialmente atañe e 

”in aliunde” sobre la base de aquel precedente Informe de 

igual fecha 14 de Enero del 2015, suscrito por el Sr. 

Secretario-Delegado de dicho mismo Ente institucional-

municipal denominado “PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-ZOO”-, no sólo 

se estimó el recurso de reposición en su día “ex-parte” 

formulado por la Representación legal de aquella Razón 

empresarial denominada “XERMOLO DINAMIZACION SOCIOCULTURAL, 

S.L.” sino que se acordó retrotraer el Expediente 

administrativo al momento previo al que, tras el Informe del 

Conservador del Organismo, la Mesa de Contratación del mismo 

en sesión de 25 de Septiembre del 2014 no excluyó a aquella 

tercera Entidad empresarial denominada “BABADIVA, S.L.” del 

procedimiento de licitación, pese a alcanzar tan solo DOCE 

(12) PUNTOS en la valoración de su proyecto educativo 

evaluable mediante juicio de valor, cuando en el Aptdo. 8.E. 

de las hojas de características del Contrato anexas al Pliego 

de cláusulas administrativas particulares que rige la 

contratación se exige para poder continuar en el procedimiento 

licitatorio tener alcanzado un mínimo de QUINCE (15) PUNTOS. 

 

5.- Así, semejante Resolución de fecha 14 de Enero del 

2015, adoptada “in aliunde” por la Sra. Presidenta de igual 

Ente institucional-municipal sobre la base del Informe de 

igual fecha, suscrito por el Sr. Secretario-Delegado de dicho 

Organo institucional municipal denominado “PARQUE DAS CIENCIAS 

VIGO-ZOO”, no sólo existe sino que inclusive -al no ser por 

nadie impugnada-, alcanzó carácter definitivo y firme, sin que 



no sólo dicho extremo haya sido nunca posteriormente valorado 

en sede administrativa-municipal o contenciosa ni desde luego 

puede tampoco siquiera verse afectado por aquellas otras 

Resoluciones ulteriores asimismo allí a la postre adoptadas, 

amén de que mediante aquella otra ulterior Resolución de fecha 

28 de Enero del 2015, asimismo “in aliunde” dictada por igual 

Autoridad municipal-institucional sobre la base de Informe de 

igual fecha de aquel Sr. Secretario de dicho mismo Ente 

institucional-municipal se abundase en la necesidad de 

estimación de aquel previo recurso de reposición, formulado 

por aquella referida Entidad empresarial denominada “XERMOLO 

DINAMIZACION SOCIOCULTURAL, S.L.” y se anulase aquella previa 

Resolución de fecha 25 de Noviembre del 2014, dictada por 

igual Sra. Presidente de aquel Ente institucional-municipal y 

por la que se había procedido a la adjudicación de aquel 

contrato público-administrativo de carácter municipal a 

aquella tercer Entidad empresarial denominada “BABADIVA, 

S.L.”. 

 

6.- Recayó además otrora “a quo” aquel precedente Decreto 

de fecha 3 de Febrero del 2015 mediante el que se fijó la 

cuantía de la presente controversia contenciosa en aquel monto 

de CINCUENTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS TRECE (54.813) EUROS, 

tramitándose además “ad quem” el presente trámite apelatorio 

con arreglo a las correspondientes prescripciones legales y 

habiéndose desde luego procedido a su deliberación en aquellas 

sendas y sucesivas fechas 21 de Septiembre y 16 de Noviembre 

del 2017, de modo que con arreglo a los siguientes 

 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

 

1.- En realidad, el debido enjuiciamiento “ad quem” de la 

impugnación apelatoria contra aquel desestimatorio fallo “a 

quo” recaído viene determinado por la inequívoca constatación 

del carácter firme por consentido y no impugnado de aquellas 

previas Resoluciones de fechas 14 y 28 de Enero del 2015, 

sucesivamente adoptadas por dicha Autoridad institucional 

municipal y que a su vez estimaron aquella impugnación 

repositoria y, por ende, a su vez no sólo se acordó aquella 

retroacción procedimental con carácter firme y definitivo sino 

incluso la revocación de aquella adjudicación contractual a 

aquella tercera Entidad empresarial denominada “BABADIVA, 

S.L.”, sin que no sólo dichos extremos pueden ser a la postre 

ignorados ni en sede administrativa ni contenciosa al haber 

devenido incluso firmes y definitivas a título de “cosa 

juzgada” administrativa dichas sendas Resoluciones, amén de que 

tampoco puedan tenerse como “ex-oficio” revocadas al no constar 

práctica de procedimiento revisor ulterior alguno. 

 

2.- Resulta en cualquier caso aquí aplicable aquella pauta 

jurisprudencial apuntada, por un lado, por la Sentencia núm. 

3460/91, de 28 de Noviembre, dictada por la Sala III de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (Pte. Escusol 
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Barra, Eladio), al señalar que “la actividad probatoria tiende 

a lograr que el Juzgador se convenza de la certeza de los 

hechos. La prueba es valorada en su conjunto para estimar en 

conciencia lo que crea probado; tras esa valoración recta y en 

conciencia del conjunto de la prueba se fijan los hechos 

probados que es la respuesta segura que se da en los 

planteamientos fácticos”; por otro, por aquella otra Sentencia 

núm. 245/90, de 13 de Febrero adoptada por igual máximo Organo 

jurisdiccional contencioso-administrativo, (Pte. Delgado 

Barrio, Francisco Javier),  al apuntar también que “la 

presunción de legalidad del acto administrativo desplaza sobre 

el administrado la carga de accionar para evitar la producción 

de la figura del acto consentido, pero no afecta a la carga de 

la prueba que ha de ajustarse a las reglas generales”, sin 

perjuicio de que también venga a sostener que las reglas 

generales de valoración de la prueba al efecto desde luego 

aplicables “indican que cada Parte soporta la carga de probar 

los hechos que integran el supuesto de la Norma cuyas 

consecuencias jurídicas invoca a su favor”, al ser en su día 

ésta la solución elaborada por inducción sobre la base del Art. 

1214 del Código Civil y al cohonestarse ahora dicho pormenor 

con el Art. 217 de la Ley núm. 1/00, de 7 de Enero, de 

Enjuiciamiento Civil, por demás aplicable en esta vía 

contenciosa de conformidad tanto con el Art. 60,4 como con la 

Disposición Final Primera de aquella otra Ley núm. 29/98, de 13 

de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa 

 

 3.-  Además, semejante carácter de “cosa juzgada” 

administrativa no sólo ha sido previamente  definido –según se 

señaló por aquel Auto núm. 313/07, de 27 de Junio, dictado por 

el Tribunal Constitucional-, como aquélla “anteriormente 

resuelta mediante una Resolución administrativa firme y 

consentida por no haber sido recurrida en tiempo y forma”, sino 

incluso homologable a las Sentencias judiciales ya que, “aunque 

la firmeza se ha producido a nivel administrativo -el Tribunal 

Económico-Administrativo Provincial es un órgano de esta 

naturaleza según asimismo se puntualizó por aquella otra 

Sentencia núm. 4167/97, de 12 de Junio, adoptada por aquella 

Sala III de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 

(Pte. Rouanet Moscardó; Jaime)-, los mismos principios por los 

que se sigue el procedimiento seguido ante dicho Tribunal –de 

carácter administrativo no-jurisdiccional-, determinan que las 

Resoluciones que los concluyen de un modo ordinario tienen 

atribuidas, paralelamente a las Sentencias jurisdiccionales 

firmes, los mismos efectos de la cosa juzgada formal –o 

imposibilidad de impugnación, dentro del mismo procedimiento de 

lo ya resuelto o juzgado-, y de la cosa juzgada material –tanto 

positiva o prejudicial como negativa o excluyente de la 

posibilidad de volver a plantear en un nuevo procedimiento lo 

ya liquidado a otro anterior-, con elementos subjetivos y 

objetivos idénticos”, amén de que inclusive a título de “cosa 

juzgada impropia” se haya a la postre sentado que “constituye 



reiterada doctrina de este Tribunal –se plasmó a su vez por 

aquella Sentencia núm. 39/12, de 29 de Marzo, dictada por el 

Tribunal Constitucional (Pte. Pérez Vera, Elisa)-, que el 

principio de seguridad jurídica, consagrado en el Art. 9,3 de 

la Constitución y el derecho a la tutela judicial efectiva     

–auspiciado por su Art. 24,1 y 2-, impiden a los Jueces y 

Tribunales, fuera de los casos expresamente previstos en la 

Ley, revisar el juicio efectuado en su caso concreto..., 

incluso si entendieran con posterioridad que la decisión no se 

ajusta a la legalidad, pues la protección judicial –o 

administrativa-, carecería de efectividad si se permitiera 

reabrir el debate sobre lo ya que resuelto por una resolución 

judicial –o de naturaleza administrativa por lo que ahora 

atañe-, firme en cualquier circunstancia”. 

 

4.- “Un efecto que puede producirse –se puntualizó por 

dicha misma Sentencia núm. 39/12, de 29 de Marzo, dictada por 

igual misma máxima Instancia constitucional (Pte. Pérez Vera, 

Elisa)-, no sólo en los supuestos en que concurran las 

identidades propias de cosa juzgada formal, sino también cuando 

se desconoce lo resuelto por una resolución firme en el marco 

de procesos que examinan cuestiones que guardan con aquélla una 

relación de estricta dependencia –tal como desde luego en el 

presente caso asimismo acaece-, aunque no sea posible apreciar 

el efecto de cosa juzgada”, de manera que semejante vinculación 

decisorio-jurisdiccional se afirmó también expresamente al 

señalarse que “en tal sentido hemos dicho que no se trata sólo 

de una cuestión que afecte a la libertad interpretativa de los 

Organos jurisdiccionales, sino de salvaguardar la eficacia de 

una resolución judicial –a la sazón en el presente caso de 

índole administrativa-, que, habiendo adquirido firmeza, ha 

conformado la realidad jurídica de una forma determinada que no 

puede desconocerse por otros Organos judiciales, sin reducir a 

la nada la propia eficacia de aquélla”. 

 

5.- Por ello, la intangibilidad de lo decidido en 

resolución judicial –o de naturaleza administrativa-, firme..., 

es, pues, un efecto íntimamente conectado con la efectividad de 

la tutela judicial tal como se consagra en el Art. 23,1 de la 

Constitución –se precisó en igual Sentencia núm. 39/12, de 29 

de Marzo, adoptada por dicho máximo Intérprete constitucional 

(Pte. Pérez Vera, Elisa)-, de tal suerte que..., en definitiva, 

el derecho a la intangibilidad de las resoluciones judiciales -

o de índole administrativa-, firmes consagrado en el Art. 24,1 

de la Constitución como una de las vertientes del derecho a la 

tutela judicial efectiva no se circunscribe a los supuestos en 

que sea posible apreciar las identidades propias de la cosa 

juzgada formal, ni puede identificarse con este concepto 

jurídico procesal, sino que su alcance es mucho más amplio y se 

proyecta sobre todas aquella cuestiones respecto de las que 

pueda afirmarse que una resolución judicial -o administrativa-, 

firme ha resuelto, conformando la realidad jurídica en un 

cierto sentido, realidad que no puede ser ignorada o 
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contradicha ni por el propio Organo judicial, ni por otros 

Organos judiciales en procesos conexos”, amén de que “para 

perfilar desde la óptica del Art. 24,1 de la Constitución el 

ámbito o contenido de lo verdaderamente resuelto por una 

resolución judicial –o administrativa-, resulta imprescindible 

un análisis de las premisas fácticas y jurídicas que 

permitieron obtener una determinada conclusión, pues lo juzgado 

viene configurado por el fallo y su fundamento determinante. 

Por ello –se reiteró en dicha mismo pronunciamiento 

constitucional-, la intangibilidad de lo decidido en una 

resolución judicial –o administrativa-, firme no afecta sólo al 

contenido del fallo, sino que también se proyecta sobre 

aquellos pronunciamientos que constituyen ratio decidendi de la 

resolución, aunque no se trasladen al fallo o sobre los que, 

aún no constituyendo el objeto mismo del proceso, resultan 

determinantes para la decisión adoptada”. 

 

6.- Por consiguiente, no se puede privar de virtualidad a 

la eficacia a título de “cosa juzgada” administrativa de 

aquellas mencionadas Resoluciones de fechas 14 y 28 de Enero 

del 2014, dictadas por aquella Autoridad institucional-

municipal que precisamente determinó con carácter a la postre 

definitivo, firme e inclusive de contrario consentido tanto 

aquella obligada y precedente retroacción procedimental 

administrativo-contractual como la exclusión en dicha 

precedente vía administrativo-contractual de aquella tercera 

Entidad empresarial denominada “BABADIVA, S.L.” y la revocación 

de aquella precedente adjudicación contractual realizada en su 

favor y sin que –a falta incluso de ulterior procedimiento de 

revisión de oficio-, se puedan haber dejado luego sin efecto 

por aquellas ulteriores Resoluciones de fecha 10 de Marzo del 

2015, adoptadas por el Consejo de Administración de aquel 

Organismo autónomo-municipal del Excmo. Ayuntamiento de Vigo 

(Pontevedra), denominado “PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-ZOO”, ya que 

las mismas deben a la postre reputarse nulas “ab radice”, de 

conformidad con el expreso tenor del Art. 32,1 del Real Decreto 

Legislativo núm. 3/11, de 14 de Noviembre, aprobatorio del 

Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector público y 

conforme al que se reputan como “causas de nulidad de Derecho 

Administrativo” de las correspondientes resoluciones 

contractuales –entre otros-, “las indicadas en el Art. 62,1 de 

la Ley núm. 30/92, de 26 de Noviembre, del Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo común y aún al caso residualmente aplicable -en 

virtud de la Disposición transitoria tercera a) de aquella otra 

Ley núm. 39/15, de 1 de Octubre, del Procedimiento 

Administrativo común, con arreglo a la que “a los 

procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la 

Ley no les será de aplicación la misma, siguiéndose por la 

Norma anterior”-, en cuanto aquel precitado y preexistente 

precepto legal precisamente sentó que –entre otros-, “los actos 

de las Administraciones públicas son nulos de pleno derecho en 

los casos siguientes:  e) los dictados prescindiendo total y 



absolutamente del procedimiento legalmente establecido...”, así 

como “f: los actos expresos o presuntos contrarios al 

Ordenamiento jurídico por los que se adquiera facultades o 

derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su 

adquisición”. 

 

7.-  Se debe pues de estimar, de conformidad con los Arts. 

70,2; 71,1 a) y 85,9 de aquella Ley núm. 29/98, de 13 de Julio, 

el recurso de apelación formulado por la Representación legal 

de aquella Razón empresarial denominada “XERMOLO DINAMIZACION 

SOCIOCULTURAL, S.L.” y revocar ahora “ad quem” aquella 

precedente Sentencia núm. 169/16, de 23 de Mayo, dictada por el 

Iltmo. Sr. Magistrado-Juez titular del Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo núm. 2 de Vigo (Pontevedra), por la 

que se le desestimó su impugnación contenciosa contra: a) La 

Resolución de fecha 10 de Marzo del 2015, adoptada por el 

Consejo de Administración del Organismo autónomo municipal del 

Excmo. Ayuntamiento de Vigo (Pontevedra), denominado “PARQUE 

DAS CIENCIAS VIGO-ZOO” y por la que no sólo se acordó la 

anulación de aquella previa Resolución de fecha 25 de Noviembre 

del 2014, adoptada por la Sra. Presidente de dicho mencionado 

Ente autónomo-municipal y por la que se había otrora adjudicado 

aquel Contrato del Servicio de desarrollo de actividades 

educativas, recogido en el programa educativo del Departamento 

de educación ambiental de dicho Organismo autónomo municipal a 

aquella tercera Entidad empresarial denominada “BABADIVA, 

S.L.”, debido a la estimación de previo recurso de reposición 

en su día suscitado por aquella otra Razón empresarial ahora 

promovente, sino que además –por lo que ahora asimismo atañe-, 

se anuló también el expediente de contratación núm. 5250/12 

otrora incoado; b) Aquella otra Resolución de igual fecha 10 de 

Marzo del 2015, igualmente adoptada por dicho mismo Consejo de 

Administración de aquel Ente autónomo municipal y por la que se 

acordó aprobar los correspondientes Pliegos de cláusulas 

administrativas particulares y de prescripciones técnicas para 

la contratación de servicios de desarrollo de actividades 

recogidas en el programa educativo del Departamento de 

educación ambiental de igual Ente autónomo municipal en el 

marco de aquel ulterior y nuevo Expediente de contratación núm. 

6348/12, aprobándose el consiguiente compromiso presupuestario 

y abriéndose el procedimiento licitatorio para ulterior 

selección del contratista. 

 

8.- Además –también procede acordar “ad quem” por lo que 

ahora asimismo interesa y según desde luego incluso otrora 

“ex-parte” se impetró por aquella referida Representación 

legal de dicha misma Razón empresarial promovente y apelante 

denominada “XERMOLO DINAMIZACION SOCICULTURAL, S.L.”-, no sólo 

hacer pasar por semejantes extremos revocatorios a dicha 

referida Administración institucional-municipal antes 

reseñada, sino inclusive atender también a aquel otro 

alternativo “petitum” apelatorio asimismo “ex-parte” suscitado 

y atinente bien a la efectiva retroacción procedimental de 
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aquella añeja vía concursal de concurrencia competitiva de la 

que había sido objeto de exclusión aquella tercera Entidad 

empresarial denominada “BABADIVA, S.L.” o –si por el mero 

transcurso del tiempo semejante extremo se reputase imposible 

debido al agotamiento del correspondiente plazo contractual-, 

que en el correspondiente y ulterior trámite en vía de 

ejecución de la Sentencia se proceda a indemnizar a dicha 

Razón empresarial ahora a la postre y “ad quem” estimada en 

todos aquellos menoscabos y perjuicios que le pudiesen haber 

sido inferidos por aquel mencionado Organismo autónomo-

municipal del Excmo. Ayuntamiento de Vigo (Pontevedra), 

demandado “PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-ZOO”, con ocasión de su 

desviada actuación pública-contractual ahora a la postre y “ad 

quem”  por completo revocada, amén de que, por último, de 

conformidad con el Art. 139,2 “ab initio” de aquella Norma 

legal procesal contencioso-administrativa, cabe formular 

especial imposición de costas procesales, con arreglo al 

criterio general del vencimiento al efecto allí establecido, a 

aquella mencionada Administración institucional-municipal 

ahora apelatoriamente desestimada, si bien con un tope de MIL 

(1.000) EUROS en lo que atañe a los correspondientes gastos de 

Defensa que al efecto y de contrario le puedan ser irrogados, 

de conformidad con aquel Acuerdo de fecha 8 de Mayo del 2013, 

adoptado al efecto por el Pleno de esta Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del T.S.J. de Galicia y con 

independencia de aquellos otros conceptos de Representación 

procesal que se rigen por su correspondiente arancel, habida 

cuenta aquel criterio al efecto sentado tanto por aquella otra 

Sentencia núm. 108/13, de 6 de Mayo, dictada por el Tribunal 

Constitucional (Pte. Ollero Tassara, Andrés), como por aquel 

Auto núm. 2259/17, de 15 de Marzo, adoptado por la Sala I de 

lo Civil del Tribunal Supremo (Pte. Sancho Gargallo, Ignacio), 

de modo que, 

  

VISTOS: los artículos citados y demás de pertinente y 

general aplicación, en nombre de S.M. el Rey,   

        

FALLAMOS 

 

 1.- Que procede estimar el recurso de apelación suscitado 

por la Representación legal de aquella Razón empresarial 

promovente denominada “XERMOLO DINAMIZACION SOCIOCULTURAL, 

S.L.”. 

2.- Que, en consecuencia, procede revocar aquella 

precedente Sentencia núm. 169/16, de 23 de Mayo, dictada por 

el Iltmo. Sr. Magistrado-Juez titular del Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo núm. 2 de Vigo (Pontevedra), por la 

que se le desestimó su impugnación contenciosa contra: a) La 

Resolución de fecha 10 de Marzo del 2015, adoptada por el 

Consejo de Administración del Organismo autónomo municipal del 

Excmo. Ayuntamiento de Vigo (Pontevedra), denominado “PARQUE 

DAS CIENCIAS VIGO-ZOO” y por la que no sólo se acordó la 

anulación de aquella previa Resolución de fecha 25 de 



Noviembre del 2014, adoptada por la Sra. Presidente de dicho 

mencionado Ente autónomo-municipal y por la que se había 

otrora adjudicado aquel Contrato del Servicio de desarrollo de 

actividades educativas, recogido en el programa educativo del 

Departamento de educación ambiental de dicho Organismo 

autónomo municipal a aquella tercera Entidad empresarial 

denominada “BABADIVA, S.L.”, debido a la estimación de previo 

recurso de reposición en su día suscitado por aquella otra 

Razón empresarial ahora promovente, sino que además –por lo 

que ahora asimismo atañe-, se anuló también el expediente de 

contratación núm. 5250/12 otrora incoado; b) Aquella otra 

Resolución de igual fecha 10 de Marzo del 2015,  igualmente 

adoptada por dicho mismo Consejo de Administración de aquel 

Ente autónomo municipal y por la que se acordó aprobar los 

correspondientes Pliegos de cláusulas administrativas 

particulares y de prescripciones técnicas para la contratación 

de servicios de desarrollo de actividades recogidas en el 

programa educativo del Departamento de educación ambiental de 

igual Ente autónomo municipal en el marco de aquel ulterior y 

nuevo Expediente de contratación núm. 6348/12, aprobándose el 

consiguiente compromiso presupuestario y abriéndose el 

procedimiento licitatorio para ulterior selección del 

contratista. 

 3.- Que asimismo procede hacer pasar por semejantes 

extremos revocatorios a dicha referida Administración 

institucional-municipal antes reseñada, amén de atender 

también a aquel otro alternativo “petitum” apelatorio asimismo 

“ex-parte” suscitado y atinente bien a la efectiva retroacción 

procedimental de aquella añeja vía concursal de concurrencia 

competitiva de la que había sido objeto de exclusión aquella 

tercera Entidad empresarial denominada “BABADIVA, S.L.” o –si 

por el mero transcurso del tiempo semejante extremo se 

reputase imposible debido al agotamiento del correspondiente 

plazo contractual-, que en el correspondiente y ulterior 

trámite en vía de ejecución de la Sentencia se proceda a 

indemnizar a dicha Razón empresarial ahora a la postre y “ad 

quem” estimada en todos aquellos menoscabos y perjuicios que 

le pudiesen haber sido inferidos por aquel mencionado 

Organismo autónomo-municipal del Excmo. Ayuntamiento de Vigo 

(Pontevedra), demandado denominado “PARQUE DAS CIENCIAS VIGO-

ZOO”, con ocasión de su desviada actuación pública-contractual 

ahora a la postre y “ad quem”  por completo revocada. 

 4.- Que procede formular especial pronunciamiento en 

materia de costas procesales a dicha Administración 

institucional-municipal, habida cuenta la estimación de la 

impugnación contenciosa “ex-parte” suscitada y la vigencia al 

respecto del criterio del vencimiento objetivo, si bien con un 

tope de MIL (1.000) EUROS en lo que atañe a los 

correspondientes gastos de Defensa que al efecto y de 

contrario le puedan ser irrogados, de conformidad con aquel 

Acuerdo de fecha 8 de Mayo del 2013, adoptado al efecto por el 

Pleno de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. 

de Galicia y con independencia de aquellos otros conceptos de 
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Representación procesal que se rigen por su correspondiente 

arancel. 

Notifíquese pues la presente Sentencia a aquellas aludidas 

Contrapartes pública y privada ya anteriormente referenciadas, 

significándoseles que, con arreglo al expreso tenor de la 

vigente redacción del Art. 86,1 de dicha Ley núm. 29/98, de 13 

de Julio, cabe interponer eventual recurso de casación al 

respecto ante la Sala III de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Supremo o ante aquella otra Sala especial de este 

Tribunal Superior de Justicia de Galicia, según el respectivo 

ámbito normativo estatal y comunitario o autonómico que se 

considere infringido. 

Dicha impugnación casacional habrá además de prepararse 

ante esta misma Sala de lo Contencioso-Administrativo del 

T.S.J. de Galicia en un plazo de TREINTA (30) DIAS –computados 

a partir del día siguiente al de notificación de la presente 

Sentencia ahora recaída-, mediante la interposición del 

correspondiente escrito preparatorio al efecto y previo 

depósito de aquel monto de CINCUENTA (50) EUROS en la cuenta 

de depósitos y consignaciones de este Organo  judicial 

contencioso-administrativo de carácter periférico y colegiado 

aquí sito, de conformidad con lo dispuesto en la Disposición 

Adicional decimoquinta,1; 3 d) y 6 de aquella L.O. núm. 1/09, 

de 3 de Noviembre, complementaria de la Ley de reforma de la 

legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina 

judicial y por la que se modificó aquella L.O. núm. 6/85, de 1 

de Julio, del Poder Judicial. 

Además, dedúzcase oportuno testimonio de la presente 

Sentencia que correrá unido a los presentes autos y deposítese 

el original en la Secretaría de esta Sala a fin de su llevanza 

en el correspondiente libro de Sentencias de este Organo 

jurisdiccional colegiado aquí radicado conforme al tenor de 

los Arts. 265 y 266 de la L.O. núm. 6/85, de 1 de Julio, 

devolviéndose desde luego las presentes actuaciones a aquel 

referido Organo jurisdiccional unipersonal contencioso-

administrativo allí sito a sus oportunos y eventuales efectos 

junto con oportuna copia certificada del presente fallo “ad 

quem” al respecto recaído. 

Así por esta Sentencia se pronuncia, manda y firma. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PUBLICO: Leída y publicada ha sido la presente Sentencia por 

el Iltmo. Sr. Magistrado DON JOSE MANUEL RAMIREZ SINEIRO, a la 

sazón ponente de las presentes actuaciones en esta Sección 2ª 

de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de 

Galicia aquí radicada, habiéndose celebrado al efecto 



audiencia pública en el día de la fecha de conformidad con el 

Art. 205,6 de la L.O. núm. 6/85, de 1 de Julio, del Poder 

Judicial, de lo que, como titular de la Secretaría de dicho 

referido Organo jurisdiccional contencioso-administrativo de 

carácter colegiado, doy fé.     

 

 

 

    

 

 




















